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MtércoÍes, 23 de febrero de 2000

Licenciado
GABRTEL ELúAS FERNÁDEZ
Director Nacional def Instituto
de Defensoría de Oficio

9eñor Dírector Nacio nal :

En cumplimiento de nuestras funciones como los Asesores de los
funcionarios de la Administración Pública, nos permitimos ofrecer
contestacíón a sa Ofrcio de 20 de enero del 2004 mediante el cuaf
tuvo a bien eleuar Consulta Jurídíca, relacionada con la correcta
interpretación de la Ley No.59 de 29 de diciembre de 1999, que
reglamenta el aftículo 299 de la Constitución Política y dicta otras
disposiciones contra la Corupción Administrativa,

El aftículo constitucional arciba citado, se reftere básicamente al
deber que tienen algunos seruídores públicos de presentar al inicio y
al término de sus funciones, una Declaración lurada de Estado
Patrimonial.

El contenido de la norma es el siguiente:

'Aftículo l. El Presidente y los
Wicepresrdentes de Ía República, ios
Magistrados de la Corte Suprema de
Justicia y de los tnbunales
ordinarios y especiaÍesr el
Procurador General de la Nactón y el

D.5E,
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de Ía Administración, los Jueces,

Ministros y Viceministros de Estado,

et Contralor General y SubcontraÍor
General de la RePública, el
Presidente de la Asamblea
Legislativa, los Rectores Y
Vicerrectores de universidades

oficíales, los Directores Generales,

los Gerentes o lefes de entidades
autónomast los Diredores
Nacionales Y Provinciales de Íos

seruicios de policía, el Defensor del
Pueblo y, en general, todos los

empleados y agentes de maneio
conforme al Código Fiscal, deben
presentar, mediante escritura
pública, la cual deberán hacer en un

término de diez día hábíles, a partir
de la toma de Posesión del cargo Y
a paftir de la seParación"'

La anterior constituye una evídente norma de ética pública' cuya

inclusión en nuestro oidenamíento jurídico se dio a través de la

éinst¡tuc¡ón política del año 1972, pera no había tenido un desaffollo

legisrativo hasta que ra Asamblea Legislatiua expidió la Ley No.59 de 29

áá dir¡r*or" de tggg, gue e*ablece mecanismos coercitívos para su

estricto cu m Pl í m íe nto.

sobre el particular, nos dice Napoleón santos Galaza: "En

mater¡i de ¿tíÁ y fúnc¡ón pública, hay gue . recordar que el

constitucionalismo se basa en una vísión antropológíca pesimista del

ser humano: si los hombres fuesen ángetes ef gobierno no sería

necesario. si los ángeles gobernaran a tos hombres, sobrarían tanto

los controles intemos como externos sobre ef gobierno.. Al organizar

un gobierno q* ha de ser administrado por hombres para los

horibres, ta gian difrcultad estríba en esto: prímeramente hay que

ápic¡tar al-gobíerno para .mandar sobre los gobernados y luego

obligarlo a que- se ,egrie a sí mismo. El hecho de depender del pueblo



es, sin duda, el freno primordial e
pero la expenencta ha demostrado
precductones auxilidres." ¡Étlca y
páginas, 420,421).

indispensable sobre el gobierno,
a la humanidad gue se necesitan

Corrupción, estudio de cdsos,

En
guiénes
Veamos:

Es evidente que las dos declaraciones de estado patrimonial que
deben presentar los seruidores públicos a que se refrere el afttculo 299
de la Constttución Política, constituyen un instrumento útil cuando se
trata de prevenir y combatir actos de corrupción.

Ellq quizás se explique por la negatividad al quedar en
descu b iefto los e n riq u ecim ien tos inj ustifica dos, vu I nera ndo e I p receptq
cuyo plausible objetívo se circunscribe a una lucha contra la corrupcíón
de altos perconeros gubernamentales.

este mismo orden de ideas, se hace necesario establecer
deben presentar la decÍaración de estado patrimonial.

En primer lugar, la norma Constitucional, y el artículo I de la
Ley 59 de 1999, que lo reglamenta, no hace referencia directa
a los Defensores de Ofrcio.
La misma, menciona de manera exprefr algunos altos
funcionaríos públicos, que comparten la caraderífiica de
poseer mando y jurisdicción. Además el listado ha sido
aumentadq por medio de la Nueva Ley quq en su aftículo I
agregó al Subcontralor General de la Repúblt'ca y al Defensor
del Pueblo, lo cual nos parece acorde con la finalidad original
del Texto Constitucional.
Respecto al primer funcionario mencionado es apropiado que

esté incluido porque compafte impoftantes atribuciones de
manejo con el Contralor General del Reptiblica, y en cuanto al
segundq debía agregarse por ser un Alto Comisionado del
Parlamentq que no existía al tiempo en que se creó el aftículo
Co n sti tu ci o n a I re sp ecti vo.

tlno de los aspectos más relevantes que consagra el artículo 299
de la Carta Fundamental, lo constituye el hecho, que dicha norma tiene
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efectos inmediatos, sin pery'uicio de su reglamentación por medio de la
ley. Ello obliga, a guienes ejercen las funciones más elevadas dentro
de la administracíón ptiblic+ a hacer sus declaraciones patrimoniales
ante Notariq tan pronto se encarguen de sus respectivos Despachos y
sin que puedan excusarce alegando falta de desarrollo legal de la
referida co nstituciona l.

Otro aspecto de uital importancia que debemos destacar dentro
de la presente Consulta, la constituye el hechq de determinar o definir
qué percona es considerada Agente de Maneio.

El aftículo 1061 del Código Fiscal, defrne el Agente de Maneio de
la manera siguiente:

'ARTiCtlLo 1061: Las personas
que sin desempefiar un empleo del
E*adq recauden o paguery con
autorizacíón legal, dineros del
Tesoro Nacional, se conocen con la
denominación específrca de Agentes
de Manejo"

De igual forma, el artículo 17 de la Ley No.32 de 1984, en su
párrafo frnal, defrne lo que es un Agente de Maneio, así:

"ARTICULO 17: Toda persona que
resba, men€j€, custodie o
administre fondos o bien{as públtcos,
está en la obligación de rendir
cuentas a la Contraloría General, en
la forma y plazo que ésta, mediante
regldmentor determin€. . .

,,,
Es agente de manejo, para los

,-F.tl

mismos frnes, toda persona que stn
ser funcionario públíco recduda,
pdgd dineros de una enttdad
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pública o en general, administra
bienes del estado"

De las disposiciones transcntas se infrere que un Agente de
Manejo es cualguier persona gue sin ser empleado públicq o sin estar
ejerciendo un cargo públrcq recaude, paga o custodia dineros
pertenecientes al Tesoro Nacional.

Si bien es ciefto, dentro de nue$ro ordenamiento positivo
exifien noftnas gue asimilan a los Defensores de Oficio, con
Magistrados o Jueces, ante los cuales acfiien, en cuanto a las normas
de C¿rrera JudtcíaL reguisítos para su nombramiento, sueldo y
jubilación; así como respedo a los deberes, prohibiciones y derechos
reconocidos a los funcionarios judiciales en general, esto no se
relacíona ni obliga a los Defensores de 0frcio, a cumpltr con la
obligación que tienen Altos funcionario públicos con mando y
jurisdiccrón, en lo que respecta a la presentación de declaración de
estado patrimonial, consagrada y regulada en los artículos 299 y l, de
Ia Constitucíón Política y la Ley No,59 de 1999 respectivamente.

Cabe realtar, tal y como lo indicó el Licenciado Rogelio Cruz,
Ex-Procurador General de La Nación, en su obra 'Aspedos
Hacendariosi que por primera ocasión en el constitucionalismo
panameñq la Constitucién de 1972, en su texto original, estableció
que un determinado número de seruídores públicos debían, al inicio y
at término de sus funciones, presentar ante Notario Público una
declaración jurada de sus bienes. La norma (el artículo 263) terminaba
estableciendo gue la 'Ley reglamentará lo pertrnente'.

La experiencia desde su implantación hasta el año de 1982
indicaba que la norma no estaba cumpliendo el propósito para el cual
fue establecida. EIlo era as[ por cuanto que tales seruidores públicos,
como regla general que admitn honorosas excepcioneq no cumplían
con la oblígación en dicha norma constitucional.

Por todo lo expuestq esta Procuraduría de la Administración es
del crlterio jurídicq que a los Defensores de Ofrcio no le son aplicables
las disposiciones constitucionales y legales, que guardan relación con
la Declaración notarial jurada de su estado patrimonial, por no ser
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funcionarios que ocupen Altos cargos dentro de la Administración
Pública; nt poseer
verbigracia, gue la
estado patrimoniai.

Atentamente,

AmdeFfi4/cch

mando y junsdicción; ni ser Agenfes de Man€io,
Ley, no los obliga d presentar la declaración de

,.; 

,

ALMA MONTENEGRO DE FLETCHER
Procuradora de la Administración




